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TRIBUNAL ESTATAL DE JUSTICIA ADMINISTRATIVA

TERCERA SALA UNITARIA

EXPEDIENTE: 431/2020-3

PARTE ACTORA: 

**********
AUTORIDAD DEMANDADA:

COMISIÓN DE HONOR Y JUSTICIA DE LA DIRECCIÓN GENERAL DE SEGURIDAD PÚBLICA MUNICIPAL DE SAN LUIS POTOSÍ.
MAGISTRADO:

LICENCIADO DIEGO AMARO GONZÁLEZ.

SECRETARIO DE ESTUDIO Y CUENTA:

LICENCIADA LORENA RUIZ AGUILAR. 

   
San Luis Potosí, S.L.P., veintidós de marzo de dos mil veintiuno.
V I S T O S para resolver en definitiva los autos del juicio contencioso administrativo 431/2020-3, promovido por **********en contra de la Comisión De Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí; y,
R E S U L T A N D O
UNICO.- Mediante auto de fecha veintitrés de julio de dos mil veinte, se tuvo la C. **********promoviendo Juicio Contencioso Administrativo en contra de la Comisión De Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Municipio de San Luis Potosí; por la nulidad del siguiente acto: “ Reclamo la resolución de fecha ********** dictada en el procedimiento administrativo **********.”; quien manifiesta que tuvo conocimiento de tal acto o resolución el **********; en el propio auto, se admitió a trámite la demanda y se ordenó correr traslado a la autoridad demandada, para que contestara dentro del término legal lo que a su derecho conviniera, ofreciera y exhibiera las pruebas que estimara conveniente y expresara los hechos con que éstas se encuentren relacionadas; apercibida que en caso de no hacerlo, este Tribunal de oficio declararía la preclusión del derecho correspondiente y se le tendría por contestando la demanda en sentido afirmativo, salvo prueba en contrario..- Por auto de fecha veinte de agosto de dos mil veinte, se tuvo a la autoridad demandada por contestando la demandada; se ordenó correr traslado a la parte actora con el escrito de contestación y anexos para que manifestara lo que a su derecho corresponda; así mismo se concede a la parte actora el termino de cinco días para que ampliara su escrito inicial de demanda, pues pudiera actualizarse el supuesto establecido en la fracción V del artículo 237 del Código Procesal Administrativo para el Estado, habida cuenta que, con la contestación de demanda la autoridad demandada plantea el sobreseimiento del juicio por extemporaneidad de la demanda; se le apercibió de tener por no ampliando su demanda si incumple con lo anterior, se proveyó sobre la admisión de las pruebas de las partes..- Por auto de fecha nueve de octubre de dos mil veinte, se tiene a la parte actora por no ampliando su demanda,  y se fijó fecha y hora para la audiencia final. La cual tuvo verificativo el nueve de noviembre de dos mil veinte, se hace constar la inasistencia  de las partes, el Secretario de Acuerdos hizo relación de las constancias de autos; en periodo de pruebas, se tuvieron por desahogadas las documentales ofrecidas por las partes, dada su propia naturaleza; en etapa de alegatos, se certificó que no  se formularon estos por ninguna de las partes; concluida la audiencia se citó para resolver en definitiva.
C O N S I D E R A N D O

PRIMERO.- A la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, corresponde conocer, substanciar y resolver los juicios de su competencia, en términos de los artículos, 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; en relación con los arábigos 117 y 130 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado; y en el caso de este expediente, le compete conocer y resolver porque deriva de la baja o separación del servicio que desempeñaba la parte actora como elemento de seguridad pública, en la Dirección General de Seguridad Pública Municipal del Ayuntamiento de San Luis Potosí, S.L.P., donde se ejerce jurisdicción. 
Competencia que además, fue reconocida en la Tesis de Jurisprudencia 23/96, aprobada por la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, en sesión privada de veinticuatro de mayo de mil novecientos noventa y seis: Novena Época, Registro: 200587, Instancia: Segunda Sala, Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, III, Junio de 1996, Materia(s): Constitucional, Administrativa, Laboral, Tesis: 2a./J. 23/96, Página: 244; que establece:

“COMPETENCIA PARA CONOCER DE LOS CONFLICTOS DERIVADOS DE LA PRESTACIÓN DE SERVICIOS DE LOS POLICÍAS. CORRESPONDE AL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO. (ESTADO DE SAN LUIS POTOSÍ). De lo dispuesto por las fracciones XIII, del apartado B, del artículo 123 y V, del 116 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, se desprende que la naturaleza del vínculo jurídico existente entre los agentes de seguridad pública y el Estado, es de naturaleza administrativa y no laboral. Asimismo, el Estatuto Jurídico de los Trabajadores al Servicio de las Autoridades de San Luis Potosí, tampoco reconoce como laboral el vínculo que une a los agentes de seguridad pública con el Estado. Por ello, resulta competente para conocer de los litigios que se generen con motivo de la prestación del servicio, el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado, tal como lo dispone el artículo 2 de la Ley de Justicia Administrativa de dicha entidad federativa, que faculta a este órgano para conocer de las controversias de naturaleza administrativa entre las autoridades del Estado y los gobernados, sin dejar de tomar en consideración que las prestaciones demandadas no son sino una consecuencia de la acción de nulidad promovida en contra de la orden de baja del actor. Este criterio se ve fortalecido por diversas tesis aisladas y de jurisprudencia, dentro de las que destacan las tesis jurisprudenciales números 24/1995 del Tribunal Pleno y 77/95 de la Segunda Sala, publicadas en el Tomo II del Semanario Judicial de la Federación (Novena Época), la primera en el mes de septiembre de mil novecientos noventa y cinco, página cuarenta y tres, y la segunda en el mes de diciembre siguiente, página doscientos noventa, y aunque se refiere a los policías en el Estado de México, guardan analogía con lo que acontece en San Luis Potosí y no viene sino a fortalecer el carácter administrativo de la relación que sostienen los agentes de seguridad pública con el propio Estado. …”

SEGUNDO.- De acuerdo con lo que precisa el artículo 221 del Código Procesal Administrativo para el Estado, esta Sala Unitaria procede a analizar la personalidad y legitimación de los comparecientes a este juicio.
La parte actora, compareció por derecho propio; acreditando su interés jurídico, en términos del artículo 231 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, con la copia certificada de la resolución que constituye el acto impugnado, visible en fojas 213 a la 223 de este sumario.  

De igual forma, la personalidad y legitimidad de la autoridad demandada; quien compareció por conducto del Director General de Seguridad  Pública Municipal y Presidente de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección  General de Seguridad Pública Municipal, quedó acreditada a través de la copias certificada de su nombramiento que exhibió en este juicio, expedido a su favor que obra en fojas 235 de este sumario; de conformidad con lo dispuesto por el artículo 220 del Código Procesal Administrativo para el Estado.
Las Documentales anteriores adquieren valor probatorio pleno de acuerdo con los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.
TERCERO.- La litis planteada en este juicio, es la legalidad o ilegalidad de: La Resolución de fecha ********** dictada dentro del expediente administrativo número **********, emitida por los Integrantes de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, mediante la cual determinan la baja o cese y/o terminación del servicio de carrera del actor, como ********** en la Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí, por separación, por no cumplir con los requisitos de permanencia que establecen las leyes y ordenamientos respectivos, de acuerdo a lo señalado en el considerando séptimo de esa resolución; acto el cual fue exhibido por la demandante, conforme lo dispuesto por los numerales 233 fracción IV y 234 fracción II del Código Procesal Administrativo para el Estado.
CUARTO.- Previo al examen de los conceptos de impugnación que hace valer la parte actora, esta Tercera Sala Unitaria debe analizar las causales de improcedencia y sobreseimiento, sea que las partes lo aleguen o no, en razón de que el estudio de las mismas es de orden público y preferente a las cuestiones de fondo de la contienda planteada, conforme a lo previsto en el último párrafo de los artículos 228 y 229 del Código Procesal Administrativo para el Estado; habida cuenta que, la improcedencia y sobreseimiento de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. 

Es aplicable al efecto, la siguiente Tesis Aislada del Cuarto Tribunal Colegiado en Materia Administrativa del Primer Circuito, Época: Octava Época, Registro: 221332, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Tesis Aislada, Materia(s): Administrativa, VIII, Noviembre de 1991, Página: 185, que dice: 

“CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO, IMPROCEDENCIA DEL JUICIO, ANTE EL TRIBUNAL FISCAL. CONCEPTO JURIDICO. Las causas de improcedencia que determina la ley de la materia, ven o se refieren a la procedencia del juicio mismo, esto es, los motivos de improcedencia son en cuanto a que la acción en sí misma considerada no procede por las causas específicas consignadas en la ley; es verdad que las causas de improcedencia dan lugar al sobreseimiento, pero no necesariamente éste sobreviene por alguna de esas causas, pues por ejemplo, de acuerdo con la fracción I del artículo 203 del Código Fiscal de la Federación, procede el sobreseimiento por desistimiento del demandante, lo anterior, no significa que el juicio sea improcedente; el juicio sí procede y lo que acontece en ese caso es que la actora por propia voluntad desiste de su acción y ello hace que se sobresea en el juicio, mas no significa que la acción en sí misma sea improcedente. Acorde con la doctrina, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad de que ésta, en su concepción genérica, logre su objeto, es decir, la dicción del derecho sobre la cuestión de fondo o sustancial que su ejercicio plantea; tal improcedencia se manifiesta en que la acción no consiga su objeto propio, o sea, en que no se obtenga la pretensión del que la ejercita y principalmente por existir un impedimento para que el órgano jurisdiccional competente analice y resuelva sobre la cuestión debatida. En resumen, la improcedencia de la acción se traduce en la imposibilidad jurídica de que el órgano jurisdiccional estudie y decida dicha cuestión, absteniéndose obligatoriamente a resolver sobre el fondo de la controversia. ...”

En ese tenor, se advierte que la autoridad demandada en su escrito de contestación interpuso  la causal de improcedencia que funda en los artículos 228 fracciones V, VI y IX con relación al 229 fracciones II y V, del Código Procesal Administrativo para el Estado, que basa en que se debe tener a la actora por precluído el termino con que contaba para la presentación de la demanda, ante la legal notificación del acto impugnado, que se realizó en estrados de la cédula de notificación de fecha ********** mediante la cual se puso en conocimiento de la actora la resolución de fecha **********, asimismo opone las excepciones y Defensas Sin Acción y Carencia de Derecho e Improcedencia y Sobreseimiento, que funda en que el actor reclama un acto plenamente apegado a derecho. A ese respecto, cabe señalar que dichas causales, excepciones y defensas deben desestimarse, pues los razonamientos en los cuales se sustenta, involucran cuestiones inherentes a la resolución de la litis, que constituyen o son materia del fondo del asunto, ya que están estrechamente vinculadas con el análisis de la ilegalidad que reclama el actor en este juicio. 
Sirve de apoyo el criterio contenido en la tesis de jurisprudencia que aunque se refiere al juicio de amparo, es aplicable al caso por analogía, visible en la Tesis con No. Registro: 187,973, Jurisprudencia Materia(s): Común, Novena Época, Instancia: Pleno, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, XV, Enero de 2002, Tesis: P./J. 135/2001, Página: 5; que a la letra dice: 

“IMPROCEDENCIA DEL JUICIO DE AMPARO. SI SE HACE VALER UNA CAUSAL QUE INVOLUCRA EL ESTUDIO DE FONDO DEL ASUNTO, DEBERÁ DESESTIMARSE. Las causales de improcedencia del juicio de garantías deben ser claras e inobjetables, de lo que se desprende que si se hace valer una en la que se involucre una argumentación íntimamente relacionada con el fondo del negocio, debe desestimarse.”.- 

De igual manera, previamente se deben examinar los incidentes planteados, que no sean de previo y especial pronunciamiento, para ser resueltos en la propia sentencia definitiva, de acuerdo a lo ordenado por el artículo 116 segundo párrafo del Código Procesal Administrativo en consulta.

Advirtiéndose por esta Sala Unitaria, que no existen causales de improcedencia o sobreseimiento que deba estudiar de oficio, ni incidentes planteados; por tanto, se procede al estudio de los argumentos de nulidad de la parte actora.

QUINTO.- La parte actora hizo valer los conceptos de impugnación que se advierten en su escrito inicial de demanda en fojas 3 a la 5 de este sumario, argumentos que no se trascriben y se tienen por reproducidos para que surtan los efectos legales que correspondan. 
La parte actora hizo valer como conceptos de impugnación,   únicamente los  que se  advierten en su escrito de ampliación de demanda que se encuentra visible a fojas 80 a la 92 de este sumario,
Resulta aplicable por analogía, la Tesis de Jurisprudencia  de la Segunda Sala de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, Novena Época, Registro: 164618, Instancia: Segunda Sala, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta, Tomo XXXI, Mayo de 2010, Materia(s): Común, Tesis: 2a./J. 58/2010, Página: 830, que dice:  

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PARA CUMPLIR CON LOS PRINCIPIOS DE CONGRUENCIA Y EXHAUSTIVIDAD EN LAS SENTENCIAS DE AMPARO ES INNECESARIA SU TRANSCRIPCIÓN. De los preceptos integrantes del capítulo X "De las sentencias", del título primero "Reglas generales", del libro primero "Del amparo en general", de la Ley de Amparo, no se advierte como obligación para el juzgador que transcriba los conceptos de violación o, en su caso, los agravios, para cumplir con los principios de congruencia y exhaustividad en las sentencias, pues tales principios se satisfacen cuando precisa los puntos sujetos a debate, derivados de la demanda de amparo o del escrito de expresión de agravios, los estudia y les da respuesta, la cual debe estar vinculada y corresponder a los planteamientos de legalidad o constitucionalidad efectivamente planteados en el pliego correspondiente, sin introducir aspectos distintos a los que conforman la litis. Sin embargo, no existe prohibición para hacer tal transcripción, quedando al prudente arbitrio del juzgador realizarla o no, atendiendo a las características especiales del caso, sin demérito de que para satisfacer los principios de exhaustividad y congruencia se estudien los planteamientos de legalidad o inconstitucionalidad que efectivamente se hayan hecho valer.”

SEXTO.- Por otra parte esta Sala Unitaria, por cuestión de método procede al estudio del Tercero de los conceptos de impugnación, que plantea la actora en su escrito de demanda, el cual hace valer en contra de la notificación de la resolución donde consta la baja que reclama en este juicio, cuyo análisis es preferente por ser un presupuesto procesal, que debe resolverse antes que las violaciones de naturaleza adjetiva; el cual se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento; por lo que, una vez determinado lo que legalmente proceda al respecto, en su caso, se estará en condiciones de entrar al estudio del fondo de la presente controversia. 

Apoya lo antes dicho por analogía, la Tesis de Jurisprudencia del Segundo Tribunal Colegiado de Circuito del Centro Auxiliar de la Cuarta Región, Época: Décima Época, Registro: 2011406, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Semanario Judicial de la Federación, Publicación: viernes 08 de abril de 2016, Materia(s): (Común), Tesis: (IV Región)2o. J/5 (10a.):

“CONCEPTOS DE VIOLACIÓN O AGRAVIOS. PROCEDE SU ANÁLISIS DE MANERA INDIVIDUAL, CONJUNTA O POR GRUPOS Y EN EL ORDEN PROPUESTO O EN UNO DIVERSO.- El artículo 76 de la Ley de Amparo, publicada en el Diario Oficial de la Federación el 2 de abril de 2013, en vigor al día siguiente, previene que el órgano jurisdiccional que conozca del amparo podrá examinar en su conjunto los conceptos de violación o los agravios, así como los demás razonamientos de las partes, a fin de resolver la cuestión efectivamente planteada, empero, no impone la obligación a dicho órgano de seguir el orden propuesto por el quejoso o recurrente, sino que la única condición que establece el referido precepto es que no se cambien los hechos de la demanda. Por tanto, el estudio correspondiente puede hacerse de manera individual, conjunta o por grupos, en el propio orden de su exposición o en uno diverso. …”
Concepto de impugnación que, en la parte que interesa refiere: 

“…TERCERO.- Diversa violación a la misma disposición legal  se cometió violando nuevamente el debido proceso al omitir la notificación de la resolución a la suscrita toda vez que en el resolutivo quinto de la sentencia impugnada se ordenó notificar mediante la fijación de cédula en estrados, sin embargo, dicha notificación jamás fue realizada pues dicha certificación no obra en autos del procedimiento correspondiente contrariamente a lo que sucede con las notificaciones a la parte denunciante y a los superiores de la Corporación a la que pertenecía la suscrita.”

“Lo resaltado es nuestro)
Del estudio del concepto de impugnación citado, se determina que resulta fundado y operante, ello es así en razón de las siguientes consideraciones:
Siendo que, le asiste la razón a la actora en cuanto refiere que no fue notificada de la resolución de fecha **********dictada en el expediente **********que constituye el acto impugnado en este juicio.
 Al respecto, se debe de señalar que tratándose del procedimiento para la notificación de las resoluciones emitidas por la Comisión de Honor y Justicia, el cual es el caso que nos ocupa, las reglas que lo rigen se encuentran comprendidas en lo dispuesto por el artículo 126 fracción VII de la  Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, el cual dispone lo siguiente:
“Articulo 126. En cualquier supuesto que amerite sanción, se deberá respetar en todo momento las garantías de, audiencia, debido proceso, y principio de presunción de inocencia.” 

En consecuencia, cualquier infracción, ya sea que se cometa por acción u omisión, que constituya responsabilidad en el desempeño de sus funciones o incumplimiento de sus deberes, de acuerdo a la presente Ley, sus reglamentos, o a los ordenamientos jurídicos de la materia, se someterá ante la Comisión de Honor y Justicia, conforme al siguiente procedimiento: 
“…VII. En la misma audiencia y una vez desahogadas las pruebas, se concederá al probable infractor el derecho de defenderse por sí o por conducto de su abogado defensor; concluida ésta se dará por terminada la audiencia, declarándose cerrada la instrucción. 

“La Comisión de Honor y Justicia dentro de los diez días hábiles siguientes deberá emitir la resolución, la cual se notificará personalmente al interesado, por conducto del personal que la Comisión designe expresamente en la propia resolución.  

“Al presunto responsable declarado en rebeldía, se le notificará por estrados, surtiendo desde ese momento sus efectos. 

“En el caso de que exista imposibilidad material debidamente fundada y motivada, para practicar personalmente la notificación de la resolución definitiva, se emitirá acuerdo por el presidente de la comisión, en el que ordene la notificación de ese acuerdo y de la resolución definitiva por medio de estrados…” 
Del artículo anteriormente mencionado se obtiene que tratándose de la resolución emitida por la Comisión de Honor y Justicia, esta deberá notificarse personalmente al interesado, por conducto del personal que la Comisión designe expresamente en la propia resolución; y en el caso de que exista imposibilidad material debidamente fundada y motivada, para practicar personalmente la notificación de la resolución definitiva, se emitirá acuerdo por el presidente de la comisión, en el que ordene la notificación  de ese acuerdo y de la resolución definitiva por medio de estrados; momento hasta el cual se actualiza el supuesto previsto en el tercer párrafo de la  fracción VII del numeral 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública en consulta; esto es, que al presunto responsable declarado en rebeldía, se le notificara por estrados, surtiendo desde ese momento sus efectos. Circunstancias que en el caso que nos ocupa no se encuentran acreditadas por las autoridad demandada, pues directamente acudieron a practicar  por estrados la referida notificación, lo que resulta ilegal por no haber observado las formalidades de la notificación de la resolución emitida por la Comisión de Honor y Justicia
En ese contexto, la autoridad demandada para acreditar la legalidad de su actuación en relación a la notificación de la cédula efectuada por estrados a  la actora de fecha ********** ofreció como prueba en este juicio la documental pública visible en fojas 236 y 237 este sumario, consistente en la copia certificada de la Notificación por cédula de fecha **********que fue publicada en los estrados de esa Comisión de Honor y Justicia, en que sustenta la demandada la notificación de la resolución impugnada por la actora; la cual tiene pleno valor probatorio para acreditar lo inserto en ella, conforme lo dispuesto por los artículos 72 fracción I, 74 y 91 del Código Procesal Administrativo para el Estado, por tratarse de documentos públicos expedidos por servidor y fedatario públicos, en el desempeño de sus respectivas funciones.

Medio probatorio que analizado en su integridad, resulta insuficiente para acreditar la legalidad de la notificación de la resolución que es controvertida por la parte actora en este juicio, a virtud de que no demostró haber intentado realizar  la notificación de manera personal  con resultados negativos, o sea, que haya existido la imposibilidad material de notificar debidamente fundada y motivada; y tampoco el acuerdo respectivo del Presidente de la Comisión, que señala la normatividad antes transcrita, para justificar la notificación por estrados que efectuó a la hoy accionante.
 Aunado a lo anterior, que se aprecia del texto de la notificación de referencia, que existen incongruencias en cuanto a lo que se encuentra notificando, pues  por un lado sostiene que notifica en el expediente No.  **********, un acuerdo que transcribe de fecha **********, y por otro hace constar en la parte superior derecho de la dicha notificación que se trata del “Expediente No: **********, y como “Asunto: Notificación de resolución”; lo que genera adicionalmente que la notificación se encuentre efectuada de forma ilegal, en razón de que crean incertidumbre en cuanto a qué se está notificando verdaderamente a la accionante, incumpliendo con las formalidades establecidas en el artículo 126 fracción VII de la  Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, circunstancias que constan en la documental en cita.
Así las cosas, resulta ilegal la Notificación por Cédula publicada en estrados efectuada por las demandadas, en que sustenta la demandada la notificación de la resolución impugnada por la actora; ya que se incumplió con las reglas de notificación relativas a las Resoluciones emitidas por la Comisión de Honor y Justicia, previstas en el artículo 126 fracción VII de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado de San Luis Potosí, las cuales son formalidades esenciales del procedimiento administrativo disciplinario; pues la claridad y precisión de que la accionante fue debidamente notificada, conforme a los procedimientos establecidos para ello, es indispensable para garantizar los derechos humanos de legalidad, seguridad jurídica y debido proceso, establecidos en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal,  lo cual en el caso que nos ocupa no aconteció, motivo por el cual es de considerarse que le asiste la razón a la demandante cuando afirma que no le ha sido legalmente notificada la resolución de fecha **********emitida por las demandadas dentro expediente **********
En tales condiciones, debe señalarse que no procede la extemporaneidad de la presentación de la demanda que aducen las demandadas en este juicio, siendo que no acreditaron con ningún medio probatorio sus afirmaciones relativas a que la actora tuvo conocimiento de la resolución impugnada en la fecha en que se efectuó la notificación por estrados declarada ilegal.

En efecto, se desprende que atendiendo a la fecha en que tuvo conocimiento del acto reclamado, ********** y el día en que compareció a esta Sala Unitaria presentando su demanda, que  fue el **********  según el acuse de recibido que obra en su escrito inicial de demanda; se advierte que efectivamente, fue presentada ante este Tribunal de lo Contencioso Administrativo, en tiempo y forma conforme al numeral 24 fracción I inciso a), del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí; ello en razón de que no corrieron plazos ni términos procesales del diecinueve de marzo al treinta de junio de dos mil veinte, conforme a lo ordenado en los acuerdos de suspensión de actividades jurisdiccionales decretado por el Pleno del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, decretada por la pandemia del Coronavirus COVID-19,  para que en su momento procediera el estudio del acto que impugna en este juicio, esto es, su demanda fue presentada dentro del término de treinta días hábiles contados a partir de la fecha en que se ostentó sabedora del acto impugnado, que establece la normatividad aplicable en cita.
No obstante la ilegalidad detectada en la notificación de la resolución que se combate, consistente en la existencia de un vicio de procedimiento, se advierte que este no efecto las defensas de la parte actora y que tampoco trasciende al sentido de la resolución impugnada, habida cuenta que la accionante no quedó en estado de indefensión dado que oportunamente acudió a impugnar su baja o separación decretada por la comisión de Honor y Justicia, por lo que en el presente caso se está en presencia de una ilegalidad no invalidante que no motiva una declaración de nulidad.

Sirve de apoyo las siguientes Tesis: 

Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 171872,Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A. J/49, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXVI, Agosto de 2007, página 1138,  que dice: 

“ACTO ADMINISTRATIVO. SU VALIDEZ Y EFICACIA NO SE AFECTAN CON MOTIVO DE "ILEGALIDADES NO INVALIDANTES" QUE NO TRASCIENDEN NI CAUSAN INDEFENSIÓN O AGRAVIO AL PARTICULAR (CÓDIGO FISCAL DE LA FEDERACIÓN VIGENTE HASTA EL 31 DE DICIEMBRE DE 2005). Si la ilegalidad del acto de autoridad no se traduce en un perjuicio que afecte al particular, resulta irrelevante tal vicio, en tanto que se obtuvo el fin deseado, es decir, otorgarle la oportunidad para que ofreciera pruebas y alegara lo que a su derecho conviniere. En consecuencia, es evidente que no se dan los supuestos de ilegalidad a que se refiere el artículo 238, fracción III, del Código Fiscal de la Federación, vigente hasta el 31 de diciembre de 2005, si no se afectaron las defensas del particular, por lo que al no satisfacerse las condiciones legales para la eficacia de la ilegalidad en comento, resulta indebido declarar la nulidad, cuando la ratio legis es muy clara en el sentido de preservar y conservar actuaciones de la autoridad administrativa que, aunque ilegales, no generan afectación al particular, pues también debe atenderse y perseguir el beneficio de intereses colectivos, conducentes a asegurar efectos tales como una adecuada y eficiente recaudación fiscal, lo que justifica la prevención, clara e incondicional del legislador, en el sentido de salvaguardar la validez y eficacia de ciertas actuaciones; y es así que el artículo 237 del mismo código y vigencia, desarrolla el principio de presunción de legitimidad y conservación de los actos administrativos, que incluye lo que en la teoría del derecho administrativo se conoce como "ilegalidades no invalidantes", respecto de las cuales no procede declarar su nulidad, sino confirmar la validez del acto administrativo. Luego, es necesario que tales omisiones o vicios afecten las defensas del particular y trasciendan al sentido de la resolución impugnada y que ocasionen un perjuicio efectivo, porque de lo contrario el concepto de anulación esgrimido sería insuficiente y ocioso para declarar la nulidad de la resolución administrativa impugnada. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO.”

 Tesis Aislada, Registro digital: 161197, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Novena Época, Materias(s): Administrativa, Tesis: I.4o.A.779 A, Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta. Tomo XXXIV, Agosto de 2011, página 1429, que dice: 
“RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. LA NOTIFICACIÓN DE LA RESOLUCIÓN SANCIONADORA FUERA DEL PLAZO DE DIEZ DÍAS HÁBILES PREVISTO EN EL ARTÍCULO 21, FRACCIÓN III, DE LA LEY FEDERAL RELATIVA, NO ES MOTIVO PARA DECLARAR SU NULIDAD SI CUMPLIÓ CON SU FINALIDAD Y CON LOS REQUISITOS PREVISTOS EN EL CÓDIGO FEDERAL DE PROCEDIMIENTOS CIVILES DE APLICACIÓN SUPLETORIA. La circunstancia de que la autoridad administrativa notifique la resolución sancionadora fuera del plazo de diez días hábiles previsto en el artículo 21, fracción III, de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, no es motivo suficiente para declarar su nulidad, al estar en presencia de una ilegalidad no invalidante que no deja en estado de indefensión al particular, pues se estima que si la diligencia cumplió su cometido, que es darle a conocer la determinación adoptada, y satisface los requisitos previstos en el Código Federal de Procedimientos Civiles -ordenamiento de aplicación supletoria a la ley citada en primer orden por disposición expresa de su artículo 47-, es en esta medida que aquél estuvo en aptitud de promover los medios de defensa procedentes para impugnar la resolución notificada. CUARTO TRIBUNAL COLEGIADO EN MATERIA ADMINISTRATIVA DEL PRIMER CIRCUITO. Amparo en revisión 134/2011. Leonardo Castillo Méndez. 25 de mayo de 2011. Unanimidad de votos. Ponente: Jean Claude Tron Petit. Secretaria: Aideé Pineda Núñez.
SEPTIMO.- En ese orden esta Sala Unitaria procede al estudio y resolución de primero y segundo de los conceptos de impugnación que hace valer la actora, los cuales se examinan en forma vinculada por estar relacionados entre sí, en cuanto controvierte la legalidad de nombramientos para integrar la Comisión de Honor y Justicia y la legitimidad de su designación,  asimismo se analizan en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas por las partes que obran en autos de este procedimiento.
Apoya lo antes dicho por analogía, la Tesis de  Aislada, Registro digital: 212147, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Octava Época, Materias(s): Común, Tesis: II.1o.132 K, Fuente: Semanario Judicial de la Federación. Tomo XIII, Junio de 1994, página 511, que dice: 

“AGRAVIOS. EXAMEN DE LOS. El hecho de que la Sala examine los agravios en conjunto y no de manera separada, no le causa perjuicio alguno al peticionario de amparo, porque lo fundamental es su examen”.

Conceptos de impugnación que, en la parte que interesa refieren: 

“PRIMERO.- Es ilegal la resolución que constituye el acto impugnado  en virtud de que no reúne los requisitos establecidos en los artículos 164 y 166 de la Ley de Justicia Administrativa al ser dictada en flagrante violación de las disposiciones contenidas en el artículo 126 de la Ley del Sistema de Seguridad Publica de San Luis Potosí que establece la obligación de la  responsable de respetar las garantías de audiencia, debido proceso y el principio de presunción de inocencia, (…). En la  especie, resulta que la audiencia de Ley celebrada el día **********, se desahogó en inobservancia del debido  proceso al verificarse sin contar con la asistencia de todos sus miembros contraviniendo con esto lo expresamente estipulado en el párrafo tercero del artículo 120 de la citada Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado que designa como “indispensable” la presencia de todos los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia para que la misma pueda sesionar; en efecto, del acta  de sesión correspondiente a la audiencia de ley en comento se observa que el secretario del órgano demandando hace constar la asistencia de los miembros señalando que el contralor interno del H. Ayuntamiento de San Luis Potosí designo como su representante en el procedimiento al (…),  supuestamente hace mediante el oficio (…), mismo con el que el secretario da cuenta pero que sin embargo no obra en autos por lo que dicho nombramiento no puede tener  por efecto el acreditar la designación expresa que se requiere para que la persona nombrada como supuesta (sic) pueda válidamente  asistir a una sesión de la Comisión de Honor y Justicia. (…), al no estar debidamente integrada la Comisión de Honor y Justicia estaba impedida para sesionar, circunstancia que se realizó resultando en la declaración de rebeldía de la suscrita haciendo nugatorio con esto mi derecho de audiencia y por supuesto consumando las violaciones al debido proceso que aquí he señalado...”
“SEGUNDO.- Adolece la resolución de igual causa de nulidad que la señalada en el concepto de violación primero, en esta ocasión por no encontrarse correctamente integrada la Comisión de Honor y Justicia durante la sesión  por la que se emitió la resolución definitiva. Tal  como se observa en el acta de sesión de fecha **********, se anuncia la actuación del (…), sin embargo, no aparece su  firma, de lo que se deduce válidamente, que no estuvo presente en la sesión y votación, contraviniendo lo estipulado en el artículo 120 de la citada Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado que designa como “indispensable” la presencia de todos los integrantes de la Comisión de Honor y Justica para que la misma pueda sesionar.”
Del estudio de los conceptos de impugnación citados, se determina que resultan infundados e inoperantes.

Pues de autos se advierte, que la parte actora, se encuentra controvirtiendo cuestiones ajenas a la litis de este juicio, encaminadas a la falta de legitimación activa de los integrantes de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, que verificaron la audiencia de fecha ********** de que se duele y que resolvieron el acto impugnado, lo que, de atenderlos y estudiarlos, implicaría el estudio de cuestiones relativas a lo que el Derecho Mexicano y la Jurisprudencia han denominado como “competencia de origen”, que no puede ser materia de estudio en este juicio, pues se trataría de verificar la legitimidad y la validez de la forma legal en que se determinó la integración de la autoridad demandada, lo cual no puede ser analizado en este juicio, siendo que, solo debe atenderse el aspecto de que, quien emite la resolución, cuenta con competencia y atribuciones legales para hacerlo. 

Bajo ese contexto, esta Sala Unitaria, sólo debe cerciorarse de que la autoridad demandada es la competente para emitir el acto reclamado, para ello en términos de la normativa específica que regule su actividad, sin que  implique verificar la legitimidad de los nombramientos de quien integra dicha autoridad. 

Es aplicable en lo conducente la Tesis de Jurisprudencia, Registro digital: 2007420, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Décima Época, Materias(s): Común, Tesis: XIX.1o.P.T. J/2 (10a.), Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación. Libro 10, Septiembre de 2014, Tomo III, página 2044, que dice: 
“COMPETENCIA DE ORIGEN. LOS TRIBUNALES COLEGIADOS DE CIRCUITO NO ESTÁN FACULTADOS PARA ANALIZAR LOS CONCEPTOS DE VIOLACIÓN VINCULADOS CON ESE ASPECTO. Los Tribunales Colegiados de Circuito no están facultados para analizar los conceptos de violación que controvierten la designación de quien funge como representante del gobierno en una Junta Especial, con apoyo en un oficio emitido por el presidente de la Junta Federal de Conciliación y Arbitraje, en tanto que ello conlleva combatir la legitimidad de la designación y, al discutirse su nombramiento como representante del gobierno, implicaría estudiar aspectos vinculados con la competencia de origen, lo cual no está jurídicamente permitido, pues el derecho consagrado en el artículo 16 de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos, únicamente se refiere a los límites fijados a la autoridad para su actuación frente a los particulares.”

Y la siguiente tesis que se aplica por analogía, siendo  la tesis Aislada de la Novena Época, No. Registro: 178982,  Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito,    Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta,  XXI, Marzo de 2005,  Materia(s): Penal, Tesis: III.2o.P.155 P. Página: 1167, que a la letra dice:  

 “LEGITIMACIÓN PROCESAL ACTIVA DEL QUERELLANTE. NO ES MATERIA DEL JUICIO DE AMPARO EL ESTUDIO DE LA VALIDEZ DEL NOMBRAMIENTO QUE OTORGA EL SECRETARIO DE HACIENDA Y CRÉDITO PÚBLICO AL SUBPROCURADOR FISCAL FEDERAL DE INVESTIGACIONES DE LA PROCURADURÍA FISCAL DE LA FEDERACIÓN, QUE ACTÚA EN REPRESENTACIÓN DEL TITULAR DEL DERECHO EN CONFLICTO PARA FORMULAR UNA QUERELLA, POR TRATARSE DE UNA CUESTIÓN DE COMPETENCIA DE ORIGEN. La legitimación activa del querellante es un presupuesto procesal indispensable para que el Ministerio Público pueda ejercitar la acción penal en los delitos perseguibles a petición de parte; por ello, de conformidad con lo dispuesto por los numerales 118 y 119 del Código Federal de Procedimientos Penales, tiene la obligación de revisar, como en el caso, que el subprocurador fiscal federal de Investigaciones de la Procuraduría Fiscal de la Federación cuenta con la representación del titular del derecho en conflicto para formular la querella, empero, ello no se extiende hasta permitir que verifique si el secretario de Hacienda y Crédito Público tiene la facultad para designar al servidor público que se querelló, pues ello involucra lo concerniente a la competencia de origen, aspecto en el que no se puede intervenir por tratarse de un tema político como lo es la designación de servidores públicos y la forma en que se incorporan a la función pública, lo que significa que para apreciar si el querellante posee legitimación activa, basta con atender lo que establece el artículo 81 del Reglamento Interior de la Secretaría de Hacienda y Crédito Público que, en lo que interesa, dice: "Compete a la Subprocuraduría Fiscal Federal de Investigaciones: ... IV. Formular y presentar las peticiones, así como denunciar o querellarse por la comisión de los delitos previstos en las leyes que rigen a las instituciones de crédito ..."; además, cerciorarse de su identidad, por ejemplo, corroborar con la copia certificada del nombramiento expedido a su favor por el titular de la dependencia o con la credencial en donde aparece su cargo, pues de considerar lo contrario, en el sentido de que el subprocurador carece de legitimación porque no demostró que el secretario de Hacienda y Crédito Público tiene facultades para expedir su nombramiento, implica que el tribunal de amparo emprenda el estudio de una cuestión que no puede hacer en el juicio de garantías, como lo es la validez de un nombramiento (competencia de origen).”  
OCTAVO.- Por otra parte, se procede al estudio y resolución del Tercero concepto de impugnación que hace valer la actora, el cual se examina en concatenación con las diversas constancias y probanzas que fueron ofrecidas  por  las partes que obran en autos de este procedimiento.
Concepto de impugnación que en la parte que interesa de manera literal refiere: 

“TERCERO.- Se observa finalmente inadecuada motivación y fundamentación en la resolución impugnada pues la demandada señala como causa de mi ********** la violación de las disposiciones contenidas en el artículo 65 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado y 55 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio, manejándolas como una unidad sin determinar cuál de las dos disposiciones encuadra en la conducta atribuida a la suscrita; resulta (…), la diferencia existente entre ambas disposiciones legales estriba en que el primero de los citados supone la existencia de dos circunstancias para encuadrar la conducta en la disposición legal, que se tenga buena conducta y que además no exista sentencia irrevocable por la comisión de un delito doloso en tanto  que el diverso  numeral en estudio define la buena conducta como el hecho de no haber sido condenado por sentencia irrevocable por la comisión de delito  doloso, es decir, establece sólo un requisito; pues bien, la demanda (sic) me deja en estado de indefensión al no  solo resolver sino admitir el procedimiento sin hacer diferencia entre estas dos disposiciones señalando únicamente que viole ambas cuando establecen supuestos diferentes que en los  considerandos de la sentencia se manejan como disposiciones exactamente iguales.”
Del estudio y análisis de los conceptos de impugnación citados, se determina que resulta infundados.
Lo anterior es así, siendo que contrario a lo que argumenta la parte actora en este concepto que se analiza, se advierte que la autoridad demandada al emitir la Resolución de fecha **********, que constituye el acto impugnado, que obra en fojas 213 a la 218, no fue omisa en fundar y motivar su  determinación, ya que cita en su texto la fundamentación y motivación que consagran los principios de legalidad y debido proceso, contenidas en los artículos 14 y 16 de la Constitución Federal, a virtud que cumplió con la obligación de darle a conocer y precisar los hechos o conductas infractoras que se le atribuían, así como invoca de forma precisa los preceptos normativos en que se funda para la emisión de dicho acto recurrido siendo el artículo 65 fracción I, de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado.
Circunstancias que se desprenden de la resolución impugnada, en los Considerandos Sexto y Séptimo, visibles en fojas 214 vuelta a la 217 de este sumario; en el primero la autoridad demandada hace constar las conductas denunciadas por el Subdirector de Inspección General y Asuntos Internos de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, y en los cuales transcribe el contenido de los artículos en los cuales se encuentran las hipótesis que a decir de la denunciante se actualizan con las conductas realizadas por la hoy actora, siendo los artículos 56 fracciones VIII y XLIX, 65 Fracción I de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y en que determina que resulta necesario entrar al estudio del total de las actuaciones que integran el expediente y de lo cual tiene: que se actualiza de acuerdo a los razonamientos  que más adelante expondrá, la hipótesis que se plantea dentro del numeral 65 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y dentro del cual concluye lo siguiente: 
“SEXTO. (…).”

“1.- Los hechos denunciados por el Subdirector de Inspección General y Asuntos Internos , encuentran fundamento en la legislación aplicable al caso en particular, aunado a lo anterior, a que se actualiza de acuerdo a los razonamientos que más adelante se exponen, la hipótesis que se plantean dentro del numeral 65 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, (…), el cual encuentra su aplicación de manera supletoria la ley de la materia resultando del análisis de dichos documentos la actualización de las hipótesis que se regulan bajo la luz de los ordinales 65 de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, y 55 del Reglamento del Servicio Profesional de Carrera Policial del Municipio de San Luis Potosí, toda vez que con dichos documentos se acredita que el denunciado, incumplió con los requisitos de permanencia en la institución policial, y en motivos de infracción, al no tener buena conducta y haber sido condenado en el proceso penal número ********** **********…”
“…Es por lo todo (sic) lo anterior que resulta fundada la denuncia realizada (…), resulta procedente determinar en el presente asunto, la terminación del Servicio de Carrera  en la  Dirección General de Seguridad Pública del Municipio de San Luis Potosí; por separación, y esto por no cumplir con los requisitos de permanencia que establecen las leyes y ordenamientos respectivos, siendo en el caso concreto el de incumplió con los requisitos de permanencia en la institución policial, y en motivos de infracción, al no tener buena conducta y haber sido condenado en el proceso penal número **********En el Considerando Séptimo, se aprecia  la fundamentación  y motivación de que se duele la parte actora, en la parte que  refiere: 
“SEPTIMO.- Ahora bien, atendiendo a que toda resolución emitida por la autoridad correspondiente debe fundar y motivar el acto y la exposición que se contiene en la misma, es preciso citar los artículos 123 apartado B), fracción XIII de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos; 65 fracción I, 88 fracción II inciso a) y 89 fracción I de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, (…).”
De lo que deriva que la autoridad demandada no fue omisa de fundar y motivar el sentido de resolución y por ende de su sanción, siendo que obra en el texto del acto impugnado, el desglose y la razón de orden lógico jurídico que hacen presumir la legalidad del acto de que se duele el actor, en el cual la autoridad hace constar: a) Las disposiciones legales que le otorgan facultades y lo legitiman; y b) Una relación  concisa de los elementos referentes a su decisión señalando con precisión  las  razones y circunstancias en las que se basó para decretar la sanción a la hoy actora. 
A mayor abundamiento cabe señalar que se desprende del texto de la propia sentencia administrativa que constituye el acto impugnado, que la resolución en ella emitida y en la cual se basa la diversa autoridad demandada,  para  imponer la sanción de **********a la promovente, está debidamente motivada y fundada, a virtud de que estableció de forma precisa que la conducta que incumplió la actora fue al no tener buena conducta y haber sido condenada en el proceso penal número **********;  la cual fundó en los artículos 65 fracción I, 88 fracción II inciso a) y 89 fracción I de la Ley del Sistema de Seguridad Pública del Estado, lo cual efectuó de manera congruente y acorde con los puntos abarcados en los resolutivos y los considerandos de la resolución,  y sobre los cuales  versa  la materia del oficio de puntualización de la denuncia efectuada por parte del  Subdirector de Inspección General y Asuntos Internos de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal, que dio origen al procedimiento administrativo en contra de la actora.
Circunstancias que resultan suficientes para fundar y justificar la legalidad del acto que se impugna y de que se duele el actor,  lo cual genera la legalidad del acto al encontrarse debidamente fundada y motivada  el acto impugnado conforme lo establece los numerales 14 y 16 Constitucionales. 
Sirve de apoyo a lo anterior, la Tesis de Jurisprudencia número VI. 2o. J/248, emitida por el Segundo Tribunal Colegiado del Sexto Circuito, localizable de acuerdo con los datos y rubro siguientes: Época: Octava Época, Registro: 216534, Instancia: Tribunales Colegiados de Circuito, Tipo de Tesis: Jurisprudencia, Fuente: Gaceta del Semanario Judicial de la Federación, Núm. 64, Abril de 1993, Materia(s): Administrativa, Tesis: VI. 2o. J/248, Página: 43., que dice: 

“FUNDAMENTACIÓN Y MOTIVACIÓN DE LOS ACTOS ADMINISTRATIVOS. De acuerdo con el artículo 16 constitucional, todo acto de autoridad debe estar suficientemente fundado y motivado, entendiéndose por lo primero que ha de expresarse con precisión el precepto legal aplicable al caso y por lo segundo, que también deben señalarse con precisión, las circunstancias especiales, razones particulares o causas inmediatas que se hayan tenido en consideración para la emisión del acto, siendo necesario además, que exista adecuación entre los motivos aducidos y las normas aplicables, es decir, que en el caso concreto se configure la hipótesis normativa. Esto es, que cuando el precepto en comento previene que nadie puede ser molestado en su persona, propiedades o derechos sino en virtud de mandamiento escrito de autoridad competente que funde y motive la causa legal del procedimiento, está exigiendo a todas las autoridades que apeguen sus actos a la ley, expresando de que ley se trata y los preceptos de ella que sirvan de apoyo al mandamiento relativo. En materia administrativa, específicamente, para poder considerar un acto autoritario como correctamente fundado, es necesario que en él se citen: a).- Los cuerpos legales y preceptos que se estén aplicando al caso concreto, es decir, los supuestos normativos en que se encuadra la conducta del gobernado para que esté obligado al pago, que serán señalados con toda exactitud, precisándose los incisos, subincisos, fracciones y preceptos aplicables, y b).- Los cuerpos legales, y preceptos que otorgan competencia o facultades a las autoridades para emitir el acto en agravio del gobernado. …”

Es menester señalar que la parte actora fue omisa por completo de esgrimir conceptos de impugnación que tendientes a controvertir la conducta administrativa que le fue impuesta,  o bien, a demostrar que dicha resolución fue emitida contraviniendo las normas aplicables al caso, o bien que se dejó de aplicar en su perjuicio algún dispositivo legal o bien que se aplica indebidamente, así mismo tampoco señala argumento alguno tendiente a combatir los razonamientos legales y los fundamentos de hecho, que la Autoridad invocó como sustento para emitir la resolución impugnada.
En tales condiciones, por los razonamientos  citados con antelación, no le asiste razón a la actora,  para que proceda la nulidad del acto impugnado, siendo que es legal y válido el mismo, al no haberse acreditado en autos de este procedimiento por parte del accionante las acciones intentadas en este Tribunal, de acuerdo a los razonamientos precisados en los considerandos Sexto, Séptimo y Octavo de esta resolución.  

En tal virtud, esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, de conformidad con lo establecido en los numerales 250 fracción II y 251 del Código Procesal Administrativo para el Estado de San Luis Potosí, determina que lo procedente es decretar la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto impugnado, consistente en: La Resolución de fecha ********** dictada dentro del expediente administrativo número **********, emitida por los Integrantes de la Comisión de Honor y Justicia de la Dirección General de Seguridad Pública Municipal de San Luis Potosí, de acuerdo a los razonamientos precisados en los considerandos Sexto, Séptimo y Octavo de esta sentencia.  
Por única ocasión, notifíquese personalmente a la actora y por oficio a las demandadas, en la forma tradicional; sin perjuicio de que en actuaciones  subsecuentes, todas las notificaciones se realicen de manera electrónica, conforme al Acuerdo General 14/IX/2020 del Pleno de este Tribunal, que establece los Lineamientos para la Notificación Electrónica publicado el 15 de septiembre de 2020 en el Periódico Oficial del Estado, y Acuerdo General del Pleno de este Tribunal publicado el 4 de marzo de 2021, en dicho órgano oficial de difusión, por el cual se generaliza aplicar la notificación electrónica a todos los asuntos jurisdiccionales del Tribunal.

Por lo expuesto, fundado en términos de los artículos 123 de la Constitución Política del Estado de San Luis Potosí; 1º, 2º, 7º fracción XVII, 9º fracción III, 24, 35 fracción VIII, y Quinto Transitorio de la Ley Orgánica del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí;  249, 251 y 252 del Código Procesal Administrativo para el Estado, es de resolverse y se,
R  E  S  U  E  L  V  E

PRIMERO.- Esta Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa, resultó competente para conocer y resolver el presente juicio.

SEGUNDO.- Se decreta la LEGALIDAD Y VALIDEZ del acto impugnado, de acuerdo a los razonamientos precisados en los considerandos Sexto, Séptimo y Octavo de esta sentencia.  
TERCERO.- Con copia autorizada de esta resolución, notifíquese personalmente a la parte actora y por oficio a las autoridades demandadas.

Así lo resolvió y firma, el Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria del Tribunal Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí, Licenciado Diego Amaro González, hasta hoy día de la fecha derivado de cargas de trabajo, así como por suspensión de actividades jurisdiccionales debido a la pandemia denominada COVID-19, quien actúa con Secretario de Acuerdos, Licenciado Ismael Méndez Hernández, que autoriza y da fe.-RUBRICAS.-
	Licenciado Diego Amaro González
Magistrado Titular de la Tercera Sala Unitaria

	Licenciado Ismael Méndez Hernández

Secretario de Acuerdos de la Tercera Sala Unitaria


Se suprimen datos personales por tratarse de información confidencial de particulares cuyo resguardo y protección está a cargo del Tribunal de Estatal de Justicia Administrativa de San Luis Potosí; con motivo del ejercicio de sus funciones jurisdiccionales y administrativos que realiza conforme al ámbito de su competencia, de acuerdo a lo previsto en los artículos 3° fracción XI, XVII, XXVIII y XXXVII, 23, 82, 84 fracción XLIII, 87 fracción III, 138 y noveno transitorio de la Ley de Transparencia y Acceso a la Información Pública del Estado de San Luis Potosí.
